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de envío derivados de las disposiciones de este real decreto-ley podrá llevar aparejada la 

imposición de las medidas previstas en los artículos 20 y siguientes de la Ley Orgánica 

2/2012, de 27 de abril, previo requerimiento a la Corporación Local para su cumplimiento 

en un plazo de 10 días hábiles. Sin perjuicio de la posible responsabilidad personal que 

corresponda, el Ministerio de Hacienda podrá dar publicidad a los requerimientos 

efectuados o al incumplimiento de los mismos.

6. El Ministerio de Hacienda podrá difundir o publicar la información remitida en virtud 

del presente real decreto-ley con el alcance, contenido y metodología que determine.

IV

Artículo 21. Suspensión de las obligaciones derivadas de los contratos de crédito sin 

garantía hipotecaria.

1. Se establecen medidas conducentes a procurar la suspensión temporal de las 

obligaciones contractuales derivadas de todo préstamo o crédito sin garantía hipotecaria 

que estuviera vigente a la fecha de entrada en vigor de este real decreto-ley, cuando esté 

contratado por una persona física que se encuentre en situación de vulnerabilidad 

económica, en la forma definida en el artículo 16, como consecuencia de la crisis sanitaria 

provocada por el COVID-19.

2. Estas mismas medidas se aplicarán igualmente a los fiadores y avalistas del 

deudor principal en los que concurran las circunstancias señaladas en el artículo 16.

Artículo 22. Fiadores o avalistas.

Los fiadores o avalistas a los que les resulte de aplicación la suspensión de las 

obligaciones derivadas de los contratos de crédito sin garantía hipotecaria podrán exigir que 

el acreedor agote el patrimonio del deudor principal antes de reclamarles la deuda garantizada, 

aun cuando en el contrato hubieran renunciado expresamente al beneficio de excusión.

Artículo 23. Solicitud de la suspensión.

Los deudores comprendidos en el ámbito de aplicación de la suspensión de las 

obligaciones derivadas de los contratos de crédito sin garantía hipotecaria podrán solicitar 

del acreedor, hasta un mes después del fin de la vigencia del estado de alarma, la 

suspensión de sus obligaciones. Los deudores acompañarán, junto a la solicitud de 

suspensión, la documentación prevista en el artículo 17.

Artículo 24. Concesión de la suspensión.

1. Una vez realizada la solicitud de la suspensión a la que se refiere el artículo 23 de 

este real decreto-ley y acreditada la situación de vulnerabilidad económica, el acreedor 

procederá a la suspensión automática de las obligaciones derivadas del crédito sin 

garantía hipotecaria.

2. Al igual que en la moratoria de los préstamos hipotecarios regulada en los 

artículos 7 a 16 del Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo, la aplicación de la suspensión 

no requerirá acuerdo entre las partes para que surta efectos, ni novación contractual alguna. 

La suspensión de las obligaciones contractuales surtirá efectos desde la solicitud del deudor 

al acreedor, acompañada de la documentación requerida, a través de cualquier medio. No 

obstante, si el crédito o préstamo estuviera garantizado mediante algún derecho inscribible 

distinto de la hipoteca o hubiera accedido al Registro de Venta a Plazos de Bienes Muebles 

a los efectos previstos en el apartado 1 del artículo 15 de la Ley 28/1998, de 13 de julio, de 

Venta a Plazos de Bienes Muebles, será necesaria la inscripción de la ampliación de plazo 

que suponga la suspensión, de acuerdo con las normas generales aplicables.

3. Una vez aplicada la suspensión el acreedor comunicará al Banco de España su 

existencia y duración. Los importes que serían exigibles al deudor de no aplicarse la 

moratoria no se considerarán vencidos. c
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